En sesión celebrada el día 24 de junio de 2013, la Junta de Portavoces del Parlamento de Navarra aprobó la siguiente declaración:

“1. El Parlamento de Navarra muestra su solidaridad con los integrantes de la CIJP y felicita su trabajo de acompañamientos en la defensa de los Derechos Humanos y su lucha contra la impunidad.

2. El Parlamento de Navarra reconoce la importancia de la presencia internacional para el trabajo de las organizaciones de derechos humanos en las regiones de conflicto armado por el doble objetivo a cumplir: la disuasión de ataques contra la población civil y el reconocimiento de la labor que se realiza en estas zonas.

3. El Parlamento de Navarra solicita al Gobierno de España que, a través del Ministerio de Asuntos Exteriores traslade esta declaración a las instituciones competentes en Colombia instándolas a:

Adoptar de manera inmediata las medidas más apropiadas para garantizar la seguridad y la integridad física y psicológica del Padre Alberto Franco y de los demás integrantes de la CIJP, y, más generalmente, de todos los defensores de derechos humanos de Colombia;

Realizar una investigación inmediata, independiente, exhaustiva e imparcial de los hechos denunciados, con el fin de identificar a los responsables, llevarlos ante un tribunal competente, independiente e imparcial y aplicarles las sanciones penales y/o administrativas previstas por la ley;

Velar por que se ponga fin a todo tipo de seguimiento, agresión, difamación e intimidación en contra del Padre Alberto Franco, de los miembros de la CIJP y de manera más general en contra de todos los defensores de derechos humanos en Colombia;

Asegurar la aplicación de lo dispuesto por la Declaración sobre los Defensores de los Derechos Humanos de la ONU, en particular en lo referente a la protección del derecho de toda persona “individual o colectivamente, a promover y procurar la protección y realización de los derechos humanos y las libertades fundamentales en los planos nacional e internacional” (Art.1), así como en lo relativo al deber del Estado de garantizar “la protección de toda persona, individual o colectivamente, frente a toda violencia, amenaza, represalia, discriminación, negativa de hecho o de derecho, presión o cualquier otra acción arbitraria resultante del ejercicio legítimo de los derechos mencionados en la presente Declaración” (Art.12.2);

Garantizar el respeto por los derechos humanos y las libertades fundamentales en todo el país de conformidad con las normas internacionales de derechos humanos ratificadas por Colombia.

Adoptar las medidas materiales requeridas a la Unidad Nacional de Protección por la Comisión de Justicia y Paz como medios preventivos frente a su vida e integridad para desarrollar su trabajo en Bogotá y las regiones de Valle Cauca, Putumayo, Bajo Atrato”. 

Pamplona, 25 de junio de 2013

El Presidente: Alberto Catalán Higueras

